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la tesis de la armonización de princi-
pios y derechos. 

En el capítulo primero, alerta de 
que el peligro de trasplantar el nue-
vo constitucionalismo europeo a 
América no se encuentra en la raíz 
del sistema, sino en la incorporación 
de otras ideas entre las que desta-
can las «basadas en ideologías que 
conciben el derecho como un mero 
mecanismo de dominación econó-
mica […] El grado máximo de esta 
tendencia, expresada en diferentes 
visiones, asigna, básicamente, una 
absoluta preeminencia a lo colectivo 
sobre lo individual y al Estado sobre 
el hombre, desplazando el principio 
de subsidiariedad. En esta línea, si 
se atribuye irrestricta prevalencia a 
la igualdad sobre la libertad y la pro-
piedad, el derecho enfrenta el riesgo 
de nutrirse de una axiología colecti-
vizante que, llevada al extremo, en 
vez de procurar la cohesión de la so-
ciedad, introduce la confrontación y 
el confl icto permanente entre los dis-
tintos estamentos sociales, cada uno 
de los cuales busca aceleradamente 
crecer a expensas de los otros» (epí-
grafe I.2). Y, asimismo, defi ende la 
teoría de la armonización de los de-
rechos para resolver los confl ictos 
(epígrafe I.3.1). 

Al tratar del principio de separa-
ción de poderes afi rma que: «El Es-
tado de Derecho implica la adopción 
de una forma única que no es suscep-
tible de confundirse con las distintas 
formas de populismo democrático» 
o que: «Una deformación del Estado 
Subsidiario es el denominado Esta-
do populista» (epígrafe III.2). 

Y en la misma línea se manifi es-
ta el autor en los capítulos relativos 
al principio de igualdad (epígrafes 
V.1.2 y V.1.6), al principio de libertad 
(epígrafe VI.6) o a los nuevos dere-

chos y garantías (epígrafe VII.1), en-
tre otros epígrafes a los que podría 
hacerse referencia.

El tema no puede ser de mayor 
actualidad y relevancia.

Rafael GÓMEZ-FERRER RINCÓN

Universidad Nacional de 
Educación a Distancia (UNED) 

COBREROS MENDAZONA, Edorta: Res-
ponsabilidad patrimonial del Esta-
do por incumplimiento del Derecho 
de la Unión Europea, Iustel, Ma-
drid, 2015, 239 págs.

La responsabilidad patrimonial 
del Estado por infracción del De-
recho Comunitario constituye, sin 
duda, un ámbito de creciente im-
portancia para todos los Estados de 
la Unión Europea. Un principio que 
sirve de cláusula de cierre del orde-
namiento jurídico europeo, otorgan-
do garantías a los particulares, direc-
tamente relacionado a su vez con los 
principios de efi cacia y supremacía. 
Además, estamos ante una cuestión 
que en este momento en nuestro país 
exige una especial atención ante la 
reciente Ley 40/2015, de 1 de octu-
bre, de régimen jurídico del sector 
público, que reconoce por prime-
ra vez expresamente este supuesto 
como generador de la responsabili-
dad del Estado legislador. Estamos 
ante un principio que ha ido cons-
truyéndose en los últimos veinticin-
co años por parte del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea (TJUE) 
y aplicándose con mayor o menor 
fortuna por nuestros tribunales. 
La nueva monografía del profesor 
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Eduardo Cobreros Mendazona, Res-
ponsabilidad patrimonial del Estado 
por incumplimiento del Derecho de la 
Unión Europea, constituye una valio-
sa aportación para todos los opera-
dores jurídicos, tanto en la vertiente 
teórica como práctica, que precisen 
abordar esta materia. Gran especia-
lista y conocedor del objeto de estu-
dio, al que ha dedicado muchos de 
sus trabajos de investigación, aborda 
en su nuevo libro un completo análi-
sis jurídico de inminente actualidad, 
con el razonamiento pausado y sóli-
do, que acompaña siempre al buen 
hacer de su autor.

Centrándonos ya en el conteni-
do de esta monografía, la misma se 
estructura en dos partes, una pri-
mera, en donde se lleva a cabo un 
recorrido exhaustivo por los avata-
res en la construcción del principio 
hasta llegar a su confi guración ac-
tual en el ámbito del Derecho de la 
Unión Europea, y una segunda par-
te, donde nos acerca a la aplicación 
del principio en el Derecho español, 
advirtiéndonos en ambos casos que 
nos movemos en un ámbito donde 
los requisitos, las soluciones y las 
posibilidades de resarcimiento no 
responden a fórmulas cerradas. La 
primera parte, a su vez, se estructura 
en cinco capítulos, el primero de los 
cuales nos ayuda a situar el princi-
pio de responsabilidad patrimonial 
de los Estados por el incumplimien-
to del Derecho de la Unión Europea 
precisamente en el marco del orde-
namiento jurídico de la Unión, en el 
que queda patente que nos encon-
tramos ante un principio elaborado 
por el Tribunal de Justicia, igual que 
lo ha sido la construcción general 
de la responsabilidad del Estado le-
gislador en el ámbito interno de los 
Estados, siendo a la vez, como ha se-

ñalado el propio Tribunal de Luxem-
burgo, un elemento esencial para la 
preservación del Derecho estableci-
do en los Tratados y, por lo tanto, un 
fundamento innegable de integra-
ción jurídica europea. Los ciudada-
nos de los distintos Estados deben 
sentirse a la vez como ciudadanos de 
la Unión Europea y, por lo tanto, de-
ben ser conscientes de que el incum-
plimiento por parte de un Estado del 
Derecho de la Unión no es una cues-
tión indiferente desde el punto de vis-
ta jurídico, sino que puede dar lugar 
a una obligación resarcitoria para el 
Estado cuando resulten conculcados 
los derechos que tienen conforme al 
ordenamiento jurídico de la Unión. 
En segundo lugar, el trabajo prosi-
gue con el análisis de los diferentes 
pasos dados en la construcción del 
principio en ordenamiento jurídico 
de la Unión Europea hasta su con-
fi guración actual, desde su elabora-
ción ex novo a partir de la sentencia 
Francovich Bonifaci de 1991, pasan-
do por la decisiva sentencia Bras-
serie de 1996, en la que el Tribunal 
procede a la confi guración defi nitiva 
del mismo, hasta la incorporación 
de la responsabilidad derivada de 
incumplimientos del Derecho de la 
Unión por parte del poder judicial de 
los Estados, con la más próxima en 
el tiempo sentencia Köbler de 2003. 
De forma minuciosa se desgrana la 
argumentación del Tribunal y los pi-
lares que sustentan la construcción 
del principio, diferenciado, por un 
lado, de la responsabilidad extracon-
tractual derivada del Tratado cuan-
do son las propias instituciones de la 
Unión las que cometen la infracción 
del Derecho Comunitario, por otro, 
sin embargo, compartiendo con di-
cha responsabilidad la necesidad de 
que exista una violación sufi ciente-
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mente caracterizada para que surja 
la obligación indemnizatoria para 
el Estado. Igualmente, se incide en 
la necesidad de que el principio no 
quede al arbitrio de las decisiones 
normativas de cada Estado, sino 
que debe tener una construcción 
mínima y común para todos ellos, 
como no puede ser de otra forma, 
al tener la consideración de norma 
de cierre del propio Derecho de la 
Unión, sin que ello impida que el or-
denamiento interno de cada Estado 
pueda ser más favorable al recono-
cimiento de la responsabilidad, pero 
nunca más restrictivo. Por ello, el 
Tribunal de Luxemburgo fi ja un sis-
tema general de indemnización por 
incumplimiento del Derecho, tanto 
por acción como por omisión cuan-
do concurran determinadas causas, 
sin importar a qué poder estatal se 
pueda atribuir el incumplimiento. 
Además, resulta de especial interés, 
desde el punto de vista práctico, que 
se confi gure la acción de responsabi-
lidad patrimonial como una acción 
independiente de la declaración del 
incumplimiento estatal y se defi enda 
la inaplicación de las normas estata-
les que obstaculicen la consecución 
de la indemnización. 

Siguiendo con el contenido del 
trabajo, en el tercer capítulo de esta 
primera parte se hace un detallado 
estudio de la exigencia que estable-
ce el Tribunal de que exista «una 
violación sufi cientemente caracteri-
zada» del Derecho de la Unión para 
que surja el deber de indemnizar. Un 
requisito que no resulta fácil de deli-
mitar por la indeterminación que 
implica, generando gran inseguri-
dad a la hora de valorar a priori si 
un supuesto puede resultar indem-
nizable o no. El TJUE ha mantenido 
una interpretación estricta del mis-

mo, sin que ello impida la existencia 
de supuestos en los que se pueda 
entender de forma casi automática 
su presencia. La existencia de un 
cierto margen de tolerancia implica 
que no todo incumplimiento genera 
responsabilidad, lo que permite a los 
tribunales nacionales un margen de 
apreciación a la hora de conceder o 
denegar la reparación, margen que 
reduce en la práctica la aplicabilidad 
del principio. Una especial conside-
ración merece el incumplimiento de-
rivado de la falta de planteamiento 
de la cuestión prejudicial (Senten-
cia Köbler), la determinación de los 
supuestos de incumplimiento ma-
nifi esto que darán lugar a la obliga-
ción de reparación y el concepto de 
pérdida de oportunidades procesales 
como perjuicio indemnizable, aspec-
tos en los que el autor deja patente 
un importante esfuerzo argumental. 
Otro aspecto a tener en cuenta es si 
la lesión de un derecho fundamental 
garantizado en la Carta de Derechos 
Fundamentales puede ser conside-
rado «una violación sufi cientemente 
caracterizada» a efectos indemniza-
torios, como ocurre con el derecho 
a un proceso en un plazo razonable 
de acuerdo con la jurisprudencia 
más reciente del TJUE, lo que tiene 
una especial trascendencia para los 
particulares. Finalmente, se pone en 
evidencia que los Estados no pueden 
añadir ulteriores requisitos ni res-
tricciones para que proceda la repa-
ración, lo cual, como comentaremos 
al fi nal, tiene una especial impor-
tancia a la hora de valorar la nueva 
confi guración legal de la responsabi-
lidad del Estado legislador recogida 
en la Ley 40/2015.

Los dos últimos capítulos de esta 
primera parte sirven de cierre para 
analizar otros aspectos importantes 
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en la construcción del principio de 
responsabilidad por incumplimiento 
del Derecho de la Unión Europea y 
para ofrecer unas conclusiones pre-
cisas sobre la confi guración actual 
del mismo, haciendo referencia a los 
criterios para la cuantifi cación y con-
fi guración del daño y a la relación de 
causalidad entre el incumplimiento 
y el daño causado, elemento siempre 
fundamental en los casos de respon-
sabilidad. Igualmente, se valora la 
falta de una regulación comunitaria 
para el ejercicio de la acción indem-
nizatoria, lo que lleva a que se haga 
en el marco del Derecho estatal con 
las divergencias que presentan cada 
uno de los ordenamientos naciona-
les, siempre con respeto a los princi-
pios de equivalencia y efectividad, de 
forma que no quepa que las acciones 
de responsabilidad hagan imposible 
o excesivamente difícil obtener la in-
demnización. 

En la segunda parte, dividida en 
seis capítulos, el estudio se centra en 
la recepción del principio de la res-
ponsabilidad patrimonial del Esta-
do por incumplimiento del Derecho 
Comunitario en el Derecho español, 
analizando la recepción teórica del 
principio por parte de los tribuna-
les, pero sobre todo las difi cultades 
surgidas en la aplicación del mismo 
por la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa, como en relación con 
el reconocimiento de la pérdida de 
oportunidad procesal cuando se in-
cumple la obligación de plantear la 
cuestión prejudicial o las consecuen-
cias de la aplicación de los princi-
pios de equivalencia y efectividad, 
mediante un recorrido por los pro-
nunciamientos jurisdiccionales, que 
aunque el autor advierte, con la hon-
radez académica que le caracteriza, 
que no están recogidos de forma ex-

haustiva, su análisis agota todas las 
interpretaciones, matices y giros que 
se han ido produciendo a lo largo del 
tiempo en la jurisprudencia dictada, 
con apoyo igualmente en los dictá-
menes del Consejo de Estado, siem-
pre imprescindibles en esta materia. 
El nudo gordiano, como señala el 
profesor Cobreros Mendazona, está 
en la determinación por parte de los 
tribunales de lo que se ha de enten-
der como «violación sufi cientemente 
caracterizada». Por ello, resulta de 
enorme valor el estudio, que se pre-
senta en esta parte, sobre la pérdida 
de oportunidad procesal derivada 
principalmente de la falta de presen-
tación de la cuestión prejudicial, que 
puede llevar al particular a plantear 
una reclamación por dicha omisión. 
El trabajo también se detiene en el 
tratamiento diferenciado que había 
otorgado la jurisprudencia del TS 
a los supuestos de responsabilidad 
del Estado legislador derivados de 
una Ley inconstitucional respecto de 
aquellos otros que se derivaban del 
incumplimiento del Derecho Comu-
nitario, ya que respecto a estos últi-
mos el TS entendió que si no se ha-
bía ejercido la acción contra el acto 
de aplicación de la norma contraria 
al Derecho Comunitario con el obje-
to de que se declarase la contradic-
ción entre el ordenamiento estatal 
y el de la Unión, posteriormente no 
cabía ejercer la acción de responsa-
bilidad para lograr la indemnización 
de los daños causados, considerando 
que se rompía el nexo causal exigido. 
Este diferente tratamiento fue consi-
derado incompatible con el princi-
pio de equivalencia, en la resolución 
de la cuestión prejudicial C/118/08, 
planteada por nuestro TS y que daría 
lugar a la importante sentencia de 26 
de enero de 2010, muy comentada 
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por la doctrina por el cambio juris-
prudencial que supuso. El estudio 
termina planteándose una importan-
te refl exión y una original construc-
ción sobre la exigibilidad del requi-
sito de la «violación sufi cientemente 
caracterizada» en el ordenamiento 
jurídico español, atendiendo a la ju-
risprudencia dictada en los supues-
tos de responsabilidad del Estado en 
relación con los distintos poderes del 
Estado, alcanzando la conclusión de 
que no cabe una única respuesta 
y que habrá que valorar el ámbito 
concreto en que se produce el in-
cumplimiento para ponderar si la 
aplicación del requisito resulta más 
o menos benefi ciosa para el recono-
cimiento de la responsabilidad, de-
fendiendo solamente su exigibilidad 
en los supuestos en los que resulte 
menos restrictivo que la regulación 
interna. Como punto fi nal se recla-
ma la intervención del legislador con 
el objeto de que regule directamente 
la responsabilidad patrimonial deri-
vada de las leyes inconstitucionales, 
con objeto de que se iguale el trata-
miento con los supuestos derivados 
de incumplimiento del Derecho de la 
UE y se dote al sistema de una ma-
yor seguridad jurídica. El valor de 
las aportaciones contenidas en este 
trabajo se hace mayor, justamente a 
la luz de la reciente regulación que 
de la responsabilidad del Estado le-
gislador se hace en la Ley 40/2015. 
En esta norma, como ya se ha se-
ñalado, el legislador entra a regular 
por primera vez la responsabilidad 
del Estado legislador, derivada tanto 
de leyes inconstitucionales como del 
incumplimiento del Derecho Comu-
nitario (aunque este último lo con-
creta en la aplicación de una norma 
contraria al Derecho de la Unión Eu-
ropea), pero junto a la novedad del 

reconocimiento, lo cierto es que su 
contenido nos suscita muchas du-
das sobre la idoneidad de las limi-
taciones que introduce (además de 
sobre su corrección técnica), hasta 
el punto de que resulta difícilmente 
defendible su compatibilidad con la 
construcción realizada por el TJUE 
(por dejar apuntada solamente una 
cuestión, se deja fuera del supuesto 
la falta de transposición de Directi-
vas, como ya advirtió el Consejo de 
Estado en su Dictamen 275/2015). 
La nueva regulación sólo permite la 
indemnización cuando el particular 
haya obtenido, en cualquier instan-
cia, sentencia fi rme desestimatoria 
de un recurso contra la actuación 
administrativa que ocasionó el daño 
y siempre que se hubiera alegado la 
infracción del Derecho de la Unión 
Europea posteriormente declarada 
y además se den los requisitos de 
que la norma confi era derechos a los 
particulares, que el incumplimiento 
sea sufi cientemente caracterizado 
y que exista relación de causalidad 
entre los daños y el incumplimien-
to. Parece evidente que el legislador 
ha considerado que el TS había ido 
demasiado lejos en la confi guración 
de la responsabilidad del Estado le-
gislador en estos supuestos y ha aña-
dido una serie de obstáculos proce-
sales que siembran dudas sobre su 
adecuación tanto al derecho a la tu-
tela judicial efectiva como a los prin-
cipios de efectividad y equivalencia. 
A todo ello se suma la decisión de 
que solamente sean indemnizables 
los daños producidos en el plazo de 
los cinco años anteriores a la fecha 
de publicación de la sentencia que 
declare la inconstitucionalidad o el 
carácter de norma contraria al De-
recho de la Unión, salvo que la sen-
tencia disponga otra cosa, sin que 
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ningún fundamento acompañe a di-
cho plazo. Todo ello nos sitúa ante 
una materia en plena transforma-
ción, que convierte a esta monogra-
fía en un instrumento indispensable 
a la hora de abordar todas las vías 
interpretativas que a buen seguro 
se van abrir en la aplicación de este 
principio, que afronta una nueva 
etapa evolutiva con muchos interro-
gantes, a los que la sosegada lectura 
de las refl exiones vertidas en este tra-
bajo, hechas por un jurista de la talla 
del profesor Cobreros Mendazona, 
puede contribuir a dar respuesta. 

Miriam CUETO PÉREZ

Universidad de Oviedo

GAMERO CASADO, Eduardo (coord.): 
Simplifi cación del procedimiento 
administrativo y mejora de la re-
gulación. Una metodología para 
la efi cacia y el derecho a la buena 
administración, Tirant Lo Blanch, 
Valencia, 2014, 460  págs.

La obra comentada es el resulta-
do principal de un proyecto de in-
vestigación dirigido por el profesor 
Eduardo Gamero Casado, que es 
también el coordinador de esta nue-
va monografía, en la que, partiendo 
de una serie de premisas básicas, 
se examina y desarrolla con rigor 
la evolución a nivel internacional 
de la teoría de la simplifi cación del 
procedimiento administrativo y me-
jora regulatoria, si bien dedica prin-
cipalmente su interés científi co a la 
aplicación práctica de dicha teoría 
al ámbito europeo y, concretamente, 
al español. Puede adelantarse que, 

gracias a la seriedad y profundidad 
con que la obra se desarrolla, tras su 
lectura se advertirá que, a pesar de la 
diversidad de concepciones jurídicas 
que hay al respecto, sólo su correc-
ta conjunción arrojará un resultado 
verdaderamente práctico y efectivo 
que revertirá rápidamente en bene-
fi cio del interés general.

La obra se divide en tres partes, 
cada una de ellas relativas, respecti-
vamente, a las coordenadas genera-
les de la simplifi cación del procedi-
miento administrativo, a las técnicas 
de reducción de cargas y agilización 
del procedimiento y, por último, una 
tercera relativa a la simplifi cación 
procedimental en las comunidades 
autónomas.

En el capítulo primero, el propio 
profesor Gamero realiza una acla-
ratoria y necesaria primera aproxi-
mación histórico-científi ca a la 
simplifi cación del procedimiento ad-
ministrativo como nueva metodolo-
gía jurídica que surge en el seno del 
Derecho Administrativo, exponiendo 
cómo se está produciendo un giro 
copernicano en la forma de entender 
la clásica dogmática, la cual deja de 
descansar sobre la potestad, el acto 
unilateral y el monopolio, para dar 
paso a una moderna y actual, gra-
cias a la cual las funciones del poder 
público sean más de inspección y 
control posteriores que de previa au-
torización, exponiéndose en la obra 
cómo, a tal fi n, la Administración ha 
pasado de efectuar poderosos con-
troles ex ante para pasar a promover 
la realización de actividades por par-
te de los administrados y efectuando 
el control ex post, una vez se ha ini-
ciado la actividad de que se trate. 

Como se expone en la obra, así 
comienzan a gestarse multitud de 
planes y programas de simplifi ca-




